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Aspectos destacados de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de 
protección integral a la infancia y la adolescencia frente a la violencia  con 
relación al tratamiento policial con menores. 

 

El pasado día 5 de junio de 2021 entró en vigor la conocida como “Ley Rhodes” y varios 
son los aspectos que contempla o modifica en otras leyes que consideramos necesario 
conocer y ampliar en este “Curso de especialización en tratamiento policial con menores”. 

En primer lugar, debemos de advertir que la Ley Rhodes incluye un capítulo específico 
dirigido a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, con dos artículos: uno destinado a hablar 
sobre las unidades especializadas, las necesidad de incluir contenidos específicos en la 
lucha contra la infancia y la adolescencia y la colaboración entre las distintas Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad (artículo 49) y otro para señalar los criterios de actuación (artículo 
50). Veámoslos. 

 

Artículo 49. Unidades especializadas. 

 
1. Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, de las comunidades autónomas y de 
las entidades locales actuarán como entornos seguros para la infancia y la adolescencia. 
Con tal finalidad, contarán con unidades especializadas en la investigación y prevención, 
detección y actuación de situaciones de violencia sobre la infancia y la adolescencia y 
preparadas para una correcta y adecuada intervención ante tales casos. 

Las administraciones competentes adoptarán las medidas necesarias para garantizar 
que en los procesos de ingreso, formación y actualización del personal de las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad se incluyan contenidos específicos sobre el tratamiento de 
situaciones de violencia sobre la infancia y la adolescencia desde una perspectiva policial. 

2. Las distintas Fuerzas y Cuerpos de Seguridad que actúen en un mismo territorio 
colaborarán, dentro de su ámbito competencial, para lograr un eficaz desarrollo de sus 
funciones en el ámbito de la lucha contra la violencia ejercida sobre la infancia y la 
adolescencia, en los términos previstos en la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

3. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, potenciarán la 
labor de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad mediante el desarrollo de herramientas 
tecnológicas interoperables que faciliten la investigación de los delitos.
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Artículo 50. Criterios de actuación. 

 

1. La actuación de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en los casos de 
violencia sobre la infancia y la adolescencia, se regirá por el respeto a los derechos de los 
niños, niñas y adolescentes y la consideración de su interés superior. 

2. Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad actuarán de conformidad con los 
protocolos de actuación policial con personas menores de edad, así como cualesquiera 
otros protocolos aplicables. En este sentido, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad estatales, 
autonómicas y locales contarán con los protocolos necesarios para la prevención, 
sensibilización, detección precoz, investigación e intervención en situaciones de violencia 
sobre la infancia y la adolescencia, a fin de procurar una correcta y adecuada intervención 
ante tales casos. 

En todo caso, procederán conforme a los siguientes criterios: 

a) Se adoptarán de forma inmediata todas las medidas provisionales de protección que 
resulten adecuadas a la situación de la persona menor de edad. 

b) Solo se practicarán diligencias con intervención de la persona menor de edad que sean 
estrictamente necesarias. Por regla general la declaración del menor se realizará en una 
sola ocasión y, siempre, a través de profesionales específicamente formados. 

c) Se practicarán sin dilación todas las diligencias imprescindibles que impliquen la 
intervención de la persona menor de edad, una vez comprobado que se encuentra en 
disposición de someterse a dichas intervenciones. 

d) Se impedirá cualquier tipo de contacto directo o indirecto en dependencias policiales 
entre la persona investigada y el niño, niña o adolescente. 

e) Se permitirá a las personas menores de edad, que así lo soliciten, formular denuncia por 
sí mismas y sin necesidad de estar acompañadas de una persona adulta. 

f) Se informará sin demora al niño, niña o adolescente de su derecho a la asistencia jurídica 
gratuita y, si así lo desea, se requerirá al Colegio de Abogados competente la designación 
inmediata de abogado o abogada del turno de oficio específico para su personación en 
dependencias policiales. 

g) Se dispensará un buen trato al niño, niña o adolescente, con adaptación del lenguaje y 
las formas a su edad, grado de madurez y resto de circunstancias personales. 

h) Se procurará que el niño, niña o adolescente se encuentre en todo momento en 
compañía de una persona de su confianza designada libremente por él o ella misma en un 
entorno seguro, salvo que se observe el riesgo de que dicha persona podría actuar en 
contra de su interés superior, de lo cual deberá dejarse constancia mediante declaración 
oficial. 
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Con respecto a los criterios de actuación destacan los aspectos que hemos resaltado 
en negrita y que deberán ser tenidos en cuenta por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
cuando interactúen con menores de edad. 

Por otra parte, la “Ley Rhodes” modifica los artículos referidos a la no obligación de 
denunciar (261) y no obligación de declarar (461) de la LECrim. quedando de la siguiente 
manera 

Artículo 261 LECrim. 

 

Tampoco estarán obligados a denunciar: 

1.º Quien sea cónyuge del delincuente no separado legalmente o de hecho o la persona 
que conviva con él en análoga relación de afectividad. 

2.º Quienes sean ascendientes y descendientes del delincuente y sus parientes 
colaterales hasta el segundo grado inclusive. 

Esta disposición NO SERÁ APLICABLE cuando se trate de un delito contra la vida, de un 
delito de homicidio, de un delito de lesiones de los artículos 149 y 150 del Código Penal, 
de un delito de maltrato habitual previsto en el artículo 173.2 del Código Penal, de un delito 
contra la libertad o contra la libertad e indemnidad sexual o de un delito de trata de seres 
humanos y la víctima del delito sea una persona menor de edad o una persona con 
discapacidad necesitada de especial protección.

 
 

Por su parte, el artículo 416 LECrim. queda redactado como sigue: 

 

Están dispensados de la obligación de declarar: 

1. Los parientes del procesado en líneas directa ascendente y descendente, su cónyuge o 
persona unida por relación de hecho análoga a la matrimonial, sus hermanos 
consanguíneos o uterinos y los colaterales consanguíneos hasta el segundo grado civil. El 
Juez instructor advertirá al testigo que se halle comprendido en el párrafo anterior que no 
tiene obligación de declarar en contra del procesado; pero que puede hacer las 
manifestaciones que considere oportunas, y el Letrado de la Administración de Justicia 
consignará la contestación que diere a esta advertencia. 

Lo dispuesto en el apartado anterior NO SERÁ DE APLICACIÓN EN LOS SIGUIENTES 
CASOS: 

1.º Cuando el testigo tenga atribuida la representación legal o guarda de hecho de la 
víctima menor de edad o con discapacidad necesitada de especial protección. 
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2.º Cuando se trate de un delito grave, el testigo sea mayor de edad y la víctima sea una 
persona menor de edad o una persona con discapacidad necesitada de especial 
protección. 

3.º Cuando por razón de su edad o discapacidad el testigo no pueda comprender el 
sentido de la dispensa. A tal efecto, el Juez oirá previamente a la persona afectada, 
pudiendo recabar el auxilio de peritos para resolver. 

4.º Cuando el testigo esté o haya estado personado en el procedimiento como acusación 
particular. 

5.º Cuando el testigo haya aceptado declarar durante el procedimiento después de haber 
sido debidamente informado de su derecho a no hacerlo.

 
 

También se modifica el párrafo 5.º del apartado 1 del artículo 130 del CP, relativo a la 
eficacia del perdón del ofendido, quedando redactado de la siguiente manera: 

 

5.º Por el perdón de la persona ofendida, cuando se trate de delitos leves perseguibles a 
instancias de la persona agraviada o la ley así lo prevea. El perdón habrá de ser otorgado 
de forma expresa antes de que se haya dictado sentencia, a cuyo efecto la autoridad 
judicial sentenciadora deberá oír a la persona ofendida por el delito antes de dictarla. 

En los delitos cometidos contra personas menores de edad o personas con 
discapacidad necesitadas de especial protección que afecten a bienes jurídicos 
eminentemente personales, el perdón de la persona ofendida no extingue la 
responsabilidad criminal.

 

 

Por último, se modifica el apartado 1 del artículo 132, relativo a la prescripción de los 
delitos y queda redactado como sigue: 

 

1. Los términos previstos en el artículo precedente se computarán desde el día en que se 
haya cometido la infracción punible. En los casos de delito continuado, delito permanente, 
así como en las infracciones que exijan habitualidad, tales términos se computarán, 
respectivamente, desde el día en que se realizó la última infracción, desde que se eliminó 
la situación ilícita o desde que cesó la conducta. 

En los delitos de aborto no consentido, lesiones, contra la libertad, de torturas y contra la 
integridad moral, contra la intimidad, el derecho a la propia imagen y la inviolabilidad del 
domicilio, y contra las relaciones familiares, excluidos los delitos contemplados en el 
párrafo siguiente, cuando la víctima fuere una persona menor de dieciocho años, los 
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términos se computarán desde el día en que ésta haya alcanzado la mayoría de edad, y si 
falleciere antes de alcanzarla, a partir de la fecha del fallecimiento. 

En los delitos de tentativa de homicidio, de lesiones de los artículos 149 y 150, en el 
delito de maltrato habitual previsto en el artículo 173.2, en los delitos contra la libertad, en 
los delitos contra la libertad e indemnidad sexual y en los delitos de trata de seres humanos, 
cuando la víctima fuere una persona menor de dieciocho años, los términos se computarán 
desde que la víctima cumpla los treinta y cinco años de edad, y si falleciere antes de 
alcanzar esa edad, a partir de la fecha del fallecimiento.

 
 


